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Resumen 

 

La firma del tratado de paz en Colombia se está convirtiendo en una realidad y con ello un 

posible escenario de postconflicto el cual debe estar fortalecido en varios contextos estatales en 

especial; la seguridad. El presente documentoanaliza los principales aspectos de seguridad que 

incide en los reinsertados en la etapa de un posible postconflicto y su aceptación en la sociedad, 

para lo cual se evalúan y toman como referente, experiencias de procesos de paz y postconflicto 

de otros países en especial de Centroamérica que servirán como una posible referencia en sus 

aspectos positivos y negativos para que la nación los pueda tener en cuenta en el futuro contexto 

de la seguridad en el postconflicto.El documento concluye principalmente que el Estado debe 

realizar un adecuado proceso de reinserción basado en las leyes actuales en esta materia, sin 

embargo, el proceso debe ser evaluado y verificado periódicamente, las experiencias nacionales e 

internacionales hacen denotar que en el momento en el cual no se cumplan las políticas de 

reinserción se pueden generar nuevas formas delincuenciales que afectan de manera inmediata la 

seguridad y tranquilidad de los colombianos.  
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Introducción 

“La seguridad es un requisito previo a toda iniciativa de desarrollo sostenible, pues si no hay 

seguridad, no hay garantía de llevar un proceso de paz duradero” (Benavidez, 2011, p.18), siendo 

la seguridad el eje fundamental en el desarrollo de las propuestas en el marco de un 

postconflicto.Actualmente, Colombia se encuentra en un proceso en el cual tiene gran injerencia 

la sociedad, teniendo en cuenta que ésta la conforman sus gobernantes en todos sus poderes 

ejecutivo, legislativo y judicial, sus autoridades eclesiásticas, sus autoridades militares y de 

policía, actores armados.“Los desafíos para los gobiernos en postconflicto son amplios y 

trascendentales. Necesita elementos clave para asegurar un proceso de postconflicto real y que 

atienda a las causas estructurales del conflicto.”( Devia, Ortega, & Magallanes, 2014, p.119). 

 

Después de este largo conflicto de más de medio siglo donde los colombianos han sufrido todo 

tipo de vejaciones haciendo énfasis enel grupo ilegal de las FARC y hoy ad portas de finiquitar 

un proceso de paz con ellos por parte del gobierno, en el cual se avecina un postconflicto, se 

debe pensar en cómo podría afectarse la situación de seguridad tanto positiva como 

negativamente para los colombianos con este suceso, teniendo en cuenta la experiencia en 

anteriores procesos de desmovilización y reinserción en el país con otros grupos al margen de la 

ley, así como los procesos que se dieron en otros países del continente. 

 

Imposible dejar de mencionar la parte considerada más importante en este proceso que son la 

mayoría de colombianos que lo habitan, y entre ellos se encuentran los directamente afectados 

bien sea personas del común, estudiantes, campesinos o empresarios, entre otras, quienes así 

como se mencionan aúnestán siendo afectados por lo sucedido todo este tiempo; una vez se 

llegue a firmar y dar por sentados los acuerdos para finalizar el conflicto, van a ser pieza 

fundamental en el postconflicto, pues se van a enfrentar a tener que hacerlo o buscar la forma de 

aceptarlos en la sociedad, en este caso los militantes de las FARC, y su inclusión en la vida 

cotidiana del país, tanto en la política como en otros campos: universidades y empleados en 

diferentes empresas, situación que puede impactar rotundamente los esquemas de seguridad y 

para los cuales se debe preparar no a manera de rechazo sino pensando en fortalecer estos 

esquemas, teniendo en cuenta cómo será o se definirá la parte laboral de aquellos quienes toda su 
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vida o gran parte de ella han trabajado en el conflicto  y no precisamente en la legalidad, sino 

lucrándose de la extorsión, secuestro, boleteo, narcotráfico, trata de personas y un sin número de 

actividades ilegales, las cuales en su momento afectaron directamente el bolsillo y la integridad 

personal y familiar de quienes en el post conflicto van a tener que abrir cabida en la sociedad y 

pueden llegar a darles empleo, lógicamente, después de un arduo proceso de reintegración y 

adaptación a esta sociedad, sin dejar de lado que aun quedarían muchas secuelas derivadas del 

conflicto y que a todas luces podrían ir impactando y colocando en riesgo la seguridad 

empresarial y personal.Dentro del marco que se vive actualmente, con el proceso de paz; surge 

una serie de incógnitas, en especial algunos incrementos que están afectando la economía del 

país la cual involucra seriamente a los empresarios, debido a quela sostenibilidad que debe 

ofrecer el gobierno nacional para solventar los gastos como son el mantenimiento de diálogos en 

La Habana, reparación  a las víctimas de conflicto y de llegar a definirse los acuerdos, tener que 

acarrear con la sostenibilidad de los desmovilizados, exige al gobierno buscar la forma de 

obtener los recursos para todo este cumulo de gastos, y es donde los empresarios serán una de las 

principales fuentes para solventar estas obligaciones(FIP, 2014). 

 

El objetivo principal del presente ensayo es analizar los principales aspectos de seguridad que 

incide en los reinsertados en la etapa de un posible postconflicto y su aceptación en la sociedad, 

para lo cual se evaluarán experiencias de procesos de paz y postconflicto de otros países que 

servirán como una posible referencia en sus aspectos positivos y negativos para que la nación los 

pueda tener en cuenta en el futuro contexto de la seguridad en el postconflicto. 

 

La aceptación por el colombiano de bien en la sociedad, de un individuo con un pasado de 

crímenes atroces que se aprovechó de esta misma sociedad para lograr sus objetivos empleando 

las formas más violentas y lucrándose del narcotráfico, el secuestro y la extorsión y que aprendió 

a obtener lo que quería y necesitaba aplicando la premisa “el fin justifica los medios”, y 

adicionalmentequienes han llevado un proceso de diálogos de paz demasiado largo lleno de 

mentiras y dilaciones, donde aun dentro de un cese al fuego unilateral continuaron asesinando 

miembros de la fuerza pública y cometiendo todo tipo de crímenes. 
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Antecedentes legales 

Para entender a profundidad el tema propuesto, es necesario definir algunos términos que serán 

utilizados a lo largo del documento y realizar una breve referencia al marco legal que se utilizará 

en el análisis. 

Desarme: “dejación de las armas por parte de los grupos guerrilleros”(Pinto, Vergara, & 

Lahuerta, 2002, p. 2). 

 

Desmovilización: “proceso por el cual un movimiento subversivo o individuo se rinde o se 

desvincula voluntariamente de su grupo armado y la reintegración o reinserción se relaciona con 

la aplicación de programas de compensación monetaria, entrenamiento, capacitación, generación 

de ingresos y otros beneficios, que buscan garantizar la reinserción social y económica de los 

excombatientes y de sus familias” (Pinto, Vergara, & Lahuerta, 2002, p.2), este proceso tiene 3 

objetivos fundamentales“uno político que implica la participación política de miembros de los 

grupos desmovilizados; uno de seguridad ciudadana y convivencia; y uno económico, con el cual 

se busca el retorno de los excombatientes a la vida productiva” (Pinto, Vergara, & Lahuerta, 

2002, p.2). 

 

Reparación:   “Todas las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al 

derecho humanitario tienen derecho a recibir una reparación adecuada, efectiva y pronta por el 

menoscabo que han sufrido en sus derechos”(Ministerio de Justicia, 2016, p.1) así mismo la 

reparación “comprende cinco tipos de medidas: restitución, indemnización, rehabilitación, 

satisfacción y garantías de no repetición. Las víctimas accederán a una o varias de estas medidas 

dependiendo de los daños sufridos y el tipo de hecho victimizante” (Unidad de víctimas , 2016, 

p.1). 

 

Importante referenciar las leyes fundamentales que dieron inicio a lo que en un futuro pueda 

llamarse escenario de postconflicto, la Ley de Justicia y Paz del 2005, luego un avance de ello es 

la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras de 2011 y por último, se establece lo que fue 

nombrado como el Marco Jurídico para la Paz del 2012, estas leyes componen un acercamiento 
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normativo e institucional que busca de una u otra forma convertirse en una Política Pública de 

Estado más que de gobierno, esto con el fundamento de dar un paso más amplio en las 

herramientas alternativas que puedan dar sustento a un futuro panorama de paz. 

 

El marco legal de los existentes procesos de desmovilización y reintegración (PDR), en sus 

particularidades colectiva e individual, se abrevia con la Ley 418 de 1997.Esta norma le dio 

soberanías específicas al Gobierno Nacional para ejecutar negociaciones de paz con los Grupos 

Armados Ilegales (GAI) y para conceder beneficios jurídicos por hechos constitutivos de delitos 

políticos a miembros de estas organizaciones, que individual o colectivamente, demostraran su 

voluntad de reincorporarse a la vida civil. “Esta ley fue prorrogada sucesivamente por las Leyes 

548 de 1999, 782 de 2002 y 1106 de 2006”(CONPES, 2008, p. 4). 

 

La Ley 782 de 2002 incorporó disposiciones especiales para niños, niñas y adolescentes 

desvinculados de grupos armados, eliminó el reconocimiento del carácter político como 

condición para negociar con los GAI y dejó abierta la posibilidad de la entrega de beneficios 

jurídicos a sus miembros. Esto facultó al Gobierno para comenzar negociaciones con grupos de 

Autodefensas Ilegales -AUI-. Para complementar los principios y beneficios, el 25 de julio de 

2005 se sancionó la Ley 975, Ley de Justicia y Paz, reglamentada a través del Decreto 4760 de 

diciembre del mismo año, por medio de la cual se establecen beneficios jurídicos a los 

desmovilizados que han sido postulados por el Gobierno Nacional. No obstante, la Ley 782 de 

2002, rige todos los procedimientos y requisitos de la desmovilización y la reintegración 

(CONPES, 2008, p.5). 

 

Por otro lado, se referencian los Decretos 128 de 2003, 3043 de 2006 y 395 de 2007. Con el 

primero se organiza, articula y reglamenta la oferta de servicios que ofrece el Estado colombiano 

en materia de reincorporación, estrategias que fueron previstas a comienzos del primer mandato 

de la administración del Presidente Álvaro Uribe. A través del Decreto 3043 de 2006 se crea la 

Alta Consejería Presidencial para la Reintegración y se ordena la construcción de estrategias 

asociadas con la reintegración. Finalmente, “con el Decreto 395 de 2007 se extiende la fecha 

límite para el logro de la reintegración de las personas”(CONPES, 2008, p.5). 
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Antecedentes del conflicto 

 

Colombia se ha caracterizado por vivir en un conflicto y bajo la amenaza permanente de 

grupos organizados al margen de la ley, fruto de muchos factores que han tenido su origen desde 

la independencia, por una violencia que se evidenció por guerras civiles durante el siglo XIX, y 

posteriormente por los enfrentamientos bipartidistas que generaron luchas entre seguidores de los 

partidos liberal y conservador, acciones que llegaron a dejar más de 14.000 muertos en 1947, y 

un escalamiento de la violencia en 1948 con la muerte de Jorge Eliecer Gaitán. Es así como en 

los llanos orientales, sur del Tolima, Magdalena medio y Antioquia, nacen grupos guerrilleros 

diciendo ser de partido comunista y otros que decían defender el gobierno conservador 

conformados por los llamados pájaros y contraguerrillas(El tiempo, 2010). 

 

Casos de desmovilización a nivel nacional 

 

En Colombia se pueden tomar como guía varios casos de desmovilizaciones que han 

ocurrido históricamente y de cada una de ellas han quedado experiencias en el tema de la 

reinserción de los combatientes a la sociedad. 

 

Con la ley 35 de 1982 el gobierno colombiano concede amnistía a combatientes de los 

diferentes grupos ilegales armados, esta ley: 

 

(…) dio lugar a diálogos y acuerdos de cese al fuego y tregua bilateral, que se 

suscribieron en 1984 con los movimientos guerrilleros FARC, M-19 y EPL. 

Situación que permitió el retorno a la legalidad de 1.423 guerrilleros, tanto de esas 

organizaciones en tregua como del Ejército de Liberación Nacional (ELN) –que 

no suscribió la tregua– y del Movimiento Autodefensa obrera que se adhirió a ella 

y se desmovilizó( Villarraga, 2013, p. 112). 
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 Del M-19 quedaron experiencias sobre la reinserción de un grupo de 200 exguerrilleros, 

donde tuvieron la oportunidad de recibir muchos programas de capacitación, sin embargo, las 

oportunidades laborales fueron pocas por no decir nulas. Una de las características de este grupo 

fue haber encontrado algo más de 50 de esos combatientes que cumplían los parámetros para 

desempeñarse laboralmente ya que eran bachilleres y profesionales, para iniciar presentando 

periodos de prueba y laborar en diferentes empresas, cosa que jamás se dio y las empresas no los 

recibieron pues luego de análisis y estudios determinaron que el riesgo de emplearlos era 

altísimo ya que podían terminar conformando sindicatos o simplemente comenzarían a boletear y 

extorsionar la misma empresa para la que trabajaran. “Así ninguna empresa se comprometió a 

recomendar y menos a ayudar a emplear ex guerrilleros” (Pérez J. , 1991, p.1). 

 

Con la expedición de la Constitución Política de 1991.  

 

(…) La política gubernamental que estuvo en la base de estos procesos de paz fue 

la de propiciar la ampliación de las formas de participación política, facilitar la 

inclusión de actores políticos y sociales y promover el desarrollo regional en 

zonas afectadas por el conflicto armado (Villarraga, 2013, p. 116). 

 

Por lo cual se generaron algunos pactos de movimientos guerrilleros nacionales como el 

M-19, EPL, MAQL, PRT, CRS, lo cual obtuvo como consecuencia qué;  

 

5.551 personas desmovilizadas cursaron de forma progresiva la reinserción y los 

programas de reintegración, de manera que con la progresiva adhesión de otras 

fracciones armadas guerrilleras –especialmente provenientes de estructuras 

residuales del EPL–, la población atendida superó los 6.500 desmovilizados 

(Villarraga, 2013, p.117). 
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Con el crecimiento de estos grupos subversivos viene la limitación de las Fuerzas 

Armadas legalmente constituidas creando vacíos en la seguridad. Es así, que comienzan a nacer 

las Autodefensas Campesinas con el fin de brindar seguridad en los sitios donde el Estado no 

podía llegar, pero ya existía la influencia del narcotráfico lo cual conllevo a acrecentar más el 

número de grupos al margen de la ley con las AUC, presentándose un conflicto y de esta forma 

produciéndose masacres y lógicamente ya crecido el narcotráfico inicia un conflicto entre  

carteles y la disputa de un negocio del cual tanto subversivos como los mal llamados 

paramilitares desean lucrarse para enriquecerse aduciendo que van a financiar su causa. 

 

De las AUC (autodefensas unidas de Colombia), igualmente quedaron algunas 

experiencias, pues, así como con el M-19, existía el temor de emplear excombatientes en sus 

organizaciones por parte de los empresarios, en cifras consultadas de la Alta Consejería para la 

Reintegración; de 32.000 desmovilizados de las AUC, 19.000 estaban trabajando, pero de estos 

el 70% lo hacía informalmente. (Cifras Alta Consejería para la Reintegración).“Sin embargo, 

más allá de esta situación –aún no suficientemente esclarecida–, el proceso de DDR con las AUC 

se caracterizó por ser de una dimensión mayor de desmovilizados, por involucrar al 

paramilitarismo, por tener una fuerte relación con el narcotráfico y participación en éste, y por 

desarrollarse un nuevo contexto que impone las exigencias de atención a los derechos de las 

víctimas ocasionadas” (Villarraga, 2013, p.127). 

 

En encuesta divulgada por la Confederación Colombiana de Cámaras de Comercio y 

publicada por la revista Dinero del 2005, “de un total de empresarios encuestados el 42% 

manifestó abiertamente que no era de su interés contratar desmovilizados” (López, 2013, p.5). 

 

 Ante esta situación en ambos casos, se tiene el mismo resultado, pues el aumento de la 

delincuencia se dio, evidenciado en el caso de las AUC, se crearon grupos armados y las 

denominadas bandas criminales BACRIM actualmente denominados GAO (Grupos armados 

organizados), que no son más que el producto de la falta de aplicación por parte del gobierno a 

las medidas y ofrecimientos con el fin de emplear y aplicar los proyectos de reinserción y 

resocialización de los excombatientes, convirtiéndolos en un riesgo y posterior amenaza para la 
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sociedad, conformada por la gente del común y teniendo como blanco las empresas, entidades 

financieras, infraestructura energética y posibilitando el aumento de otras actividades ilícitas 

afines al narcotráfico. 

 

Experiencia casos de desmovilización y reinsertados en el postconflicto a nivel 

internacional 

El Salvador 

“Durante los años ochenta se libró en el salvador una de las guerras civiles más intensas 

de la historia contemporánea de América latina” (PNUD, 1999, p.41). La misma sociedad 

afectada por este conflicto, presiono buscando una salida política para buscar la paz pues ya el 

país no aguantaría más económica ni moralmente. Para terminar este conflicto, fue firmado un 

acuerdo de paz entre el Gobierno y el FMLN (Frente Farabundo Martí para la liberación 

nacional) el 15 de enero de 1992 en México el cual pretendía “sentar las bases para la 

reconstrucción de la sociedad salvadoreña y el establecimiento de un sistema político sin 

precedentes en la historia del país”( PNUD, 1999, p. 51 ). 

 

Posterior a la firma de los acuerdos de paz en el Salvador; “Se estima que entre 1992 y 

1993 participaron en el desarme y la desmovilización cerca de 30.500 miembros de las fuerzas 

militares, 8.000 combatientes y 6.450 líderes políticos, heridos y no combatientes del FMLN” 

(FIP, 2014, p.22), éste proceso de desmovilización tuvo serias dificultades al tratarse de la gran 

cantidad de desmovilizados y los procedimientos de concentración y verificación que debierón 

realizarse, sin embargo pudo concretarse superando los obstaculos presentados. Así mismo el 

acuerdo de este país estableció; “los excombatientes del FMLN podrán incorporarse a la Policía 

Nacional Civil siempre que cumplan con los criterios y procedimientos de admisión establecidos 

para ellos por CONPAZ y pasen por la nueva Academia Nacional de Seguridad 

Pública”(Granada, 2014, p.41), lo cual permitió a muchos ex integrantes de las fuerzas 

guerrilleras la autorización gubernamental para hacer parte de la fuerza de Policía de El 

Salvador. 
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La autora Vesga concluye en su estudio: “La fragilidad e ineficiencia de los sistemas de 

seguridad pública y judicial llevaron, a cierta parte de la población, a legitimar y justificar la 

violencia” (Vesga, 2002, p.2).Según PNUD(2010). 

El Salvador registró una de las tasas más elevadas de homicidio en cada uno de 

los años de referencia. Este índice aumentó 25 puntos durante el quinquenio 

2002-2006, sin embargo, el país sigue siendo muy duramente afectado por la 

violencia (p.68). 

Por tal motivo “la delincuencia pasa a ser el problema más relevante de El Salvador, 

seguido por el desempleo y la corrupción gubernamental”(Pérez, s.f., p.7), así mismo “el 

principal problema del postconflicto por enfrentar en El Salvador, es el elevado incremento de 

grupos delincuenciales o pandillas, denominadas “maras”, entre las que se encuentra la Mara 

Salvatrucha, constituida como una organización transnacional de pandillas que practican 

secuestros, asesinatos, extorsiones y venta de armas y drogas” (Cabrera, 2015, p.33), por tal 

motivo“la violencia asociada con bandas criminales y grupos de seguridad privada que padece 

actualmente El Salvador suscita preguntas sobre el significado de la desmovilización, la 

reintegración y la construcción de paz sostenible”(FIP, 2005, p.11). Por otro lado es importante 

mencionar “la desmovilización y reincorporación pueden afrontar crisis por desacuerdos entre 

las partes, el clima de polarización, excesiva politización del proceso o reticencia de actores 

locales a los programas de reinserción”(FIP, 2005, p.11), “Se dice que en el caso salvadoreño la 

integración de los ex guerrilleros en las instituciones de seguridad del Estado, fue una de las 

mayores demandas previas a la firma de los acuerdos de paz”(Granada, 2014, p. 12). 

 

Como resultados del proceso de desmovilización y reincorporación a la vida civil en El 

Salvador es importante referenciar; “se evidenció en la reorganización de unos 22.000 ex contras 

y soldados del ejército sandinista, que se rearmaron en un lapso menor de un año, no como una 

fuerza de oposición organizada, sino como milicias desorganizadas con objetivos diferentes, 

debido a la debilidad del proceso de paz” (Penilla , 2014, p. 13). Así mismo en este Estado;“las 

relaciones entre antiguos miembros de la guerrilla y funcionarios de designación presidencial en 



12 
 

la Policía Nacional Civil, no han sido fáciles pues subsisten los problemas políticos y de 

confianza” (Cerdas , 1992, p. 85). 

 

Guatemala.  

 

Este país vivió el conflicto desde 1960 hasta el año de 1996 en el que se enfrentaban un 

gobierno militarista con sus Fuerzas armadas de Guatemala (FAG) contra varias organizaciones 

que tenían como objetivo derrocar el gobierno que se denominaron Fuerzas Armadas Rebeldes 

(FAR), conformadas por el PGT, el MR-13, el Movimiento del 20 de octubre y el Movimiento 

del 12 de abril. Aquí intervino la comunidad internacional presionando y así generar el espacio 

para que gobierno y FAG, se reunieran a negociar con las organizaciones guerrilleras más 

fuertes.  

 

En este país se firmó el tratado de paz el 29 de diciembre del año 1996 “después de casi 6 

años de conversaciones intermitentes, se firmó el acuerdo definitivo con la URGN, lo cual dio 

fin al conflicto armado de 36 años de duración” (Garcia, 2014, p.12). Algunosde los acuerdos de 

este tratadose consideran ;“una separación entre la defensa y la seguridad pública, a la primera 

corresponde el Ejército y la segunda está en manos de la Policía Nacional Civil” ( Garcia, 2014, 

p. 15 ). Por otro lado, se exigía el fortalecimiento de los Derechos Humanos, tener en cuenta la 

identidad de pueblos indígenas, establecimiento de comisiones para esclarecer violaciones de 

Derechos Humanos de la población civil, aspectos socioeconómicos, reformas constitucionales y 

agrarias y acuerdo de una paz firme y duradera. Sin embargo; “luego de más de una década 

desde el fin de los conflictos civiles internos, el ciclo de la violencia se perpetúa a través de la 

aparición de nuevas formas de violencia urbana y de actividad criminal”(Benavidez, 2011, p.1). 

Según PNUD (2010); Guatemala “es un país de alta violencia homicida y su tasa aumentó de 

manera sostenida durante siete años consecutivos, hasta completar el mayor incremento 

acumulado de toda la región: veinte homicidios anuales más, por cada 100.000 habitantes” 

(p.68). 
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Como resultados del postconflicto se puede referenciar que; 

 

No han sido sostenibles los cambios sociopolíticos que permitan, entre otras 

cosas, la diminución del alto margen de desigualdad existente entre la población y 

el fortalecimiento de la institucionalidad local y nacional. Sumado a esto, 

compromisos como la protección a los pueblos indígenas y las políticas de 

restructuración agraria han sido ineficaces, secuelas que día a día los ponen al 

borde de un Estado fallido (Cabrera, 2015, p.34). 

 

Por lo cual se presentó un desborde de violencia que surgió a raíz que muchos de los 

excombatientes no pudieron ser reinsertados efectivamente y se han dedicado a la delincuencia 

común. “En parte es consecuencia del fracaso parcial de la inserción efectiva de los 

desmovilizados en proyectos productivos, que les pudieran garantizar un sustento económico 

suficiente y sostenible”(Libreros , 2012, p.1), se concluye que “los programas se desarrollaron 

con lentitud, pero han sido eficaces para contener la reaparición de nuevos conflictos armados en 

Guatemala”(Libreros , 2012, p.1).Cabe aclarar que el incumplimiento y retardo a los acuerdos 

pactados generó otras formas de violencia y crimen organizado en estos países donde hubo gran 

afectación de los reinsertados. 

 

Experiencia de la policía de Nicaragua en el proceso de post acuerdo 

 

El conflicto nicaragüense se realizaba debido a que inicialmente “las guerrillas de 

izquierda encabezadas por el Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSNL) se enfrentaron 

por vía de lucha armada a la dictadura hegemónica que durante varias décadas ejerció la familia 

Somoza” (Cabrera, 2015, p. 31), por lo anterior se realizaron diálogos entre el gobierno y estos 

grupos lo que resulto en un proceso y acuerdos cuya finalidad era dar fin al conflicto y otorgar 

paz a este país.  
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La desmovilización de los grupos guerrilleros se realizó bajo ciertas condiciones tales 

como; “el cese al fuego, separación de las fuerzas Sandinistas fuera de las zonas de serguridad 

desmilitarizadas, concentración de las fuerzas de resistencia, supervisión de organismos externos 

y finalmente el desarme” (Cerdas , 1992, p.67), este procedimiento establecía realizar 

inicialemnte una entrega total de armas para el inicio a la reintegración a la sociedad de los 

combatientes. 

 

Por lo tanto como aportes al postconflicto de este país se puede referenciar qué; 

“Nicaragua vio un incremento en los índices de homicidio en los años inmediatamente siguientes 

al fin de las hostilidades armadas, y después un decrecimiento gradual en el tiempo”( Godnick, 

Mugah, & Waszinc, 2003, p.26 ), por otro lado estos mismos autores concluyen; “La 

particularidad del fenómeno de la violencia es la existencia de varias bandas armadas 

organizadas en la zonas norte y este del país, donde hay ausencia de autoridad estatal y la 

presencia significativa de ex combatientes”( Wielandt, 2005, p.21) 
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Seguridad y reinsertados en el postconflicto* 

 

Desarrollo del tema 

Reinsertados y fuerza pública 

 

No deja de preocupar la situación de las Fuerzas Armadas y de Policía, pues si bien se 

están preparando en su actividad misional para el postconflicto, no se puede dejar de ver lo que 

sucedió en los procesos de paz de los países de Centro América, donde una vez culminados los 

procesos y se dio el postconflicto, no todo fue como se esperaba en materia de paz, las cosas en 

esta región donde el ofrecimiento a los desmovilizados fue la entrega de tierras para su 

aprovechamiento, al parecer el “facilitarismo” al que se sometieron y luego del conflicto, 

muchos prefirieron vender esas tierras antes de aprovecharlas, por lo cual algunos de ellos 

buscaron seguir no como grupos armados pero si en la ilegalidad buscando su sustento, fue parte 

de este proceso que dio forma a la creación de las pandillas como los salvatruchos y los mareros, 

flagelo que se ha extendido en Centro América y Sur América y que por hoy afecta en gran parte 

a los empresarios en El Salvador, lo grave es que no solo están integradas por desmovilizados 

sino algunos miembros de la Fuerza Pública, pues en su momento dentro de los acuerdos de Paz 

se aceptó reducir las Fuerzas Armadas y desactivar la Policía, esta última dado el grado de 

corrupción que presentaba, y posteriormente crear una Policía que fuera conformada por 

personal desmovilizado de la guerrilla y personal que saliera de la Fuerza Armada y quisiera 

seguir en el servicio (Mayorga, 2014).Así se dieron las cosas, pero parte del personal de la 

Fuerza Armada que salió y no se empleó paso también a conformar grupos de pandillas.(Melgar, 

2012, p.3 ). 

 

Otro tanto ocurrió con personal de las Fuerzas Armadas de Guatemala, donde luego del 

proceso de paz hubo reducción de la fuerza pública y con el auge del narcotráfico por Centro 

                                                           
* Para la elaboración del ensayo me apoyé en las asignaturas de Seminario de grado dictada por el docente 
JUAN MANUEL SILVA y Manejo y Prevención de la Extorsión y el Secuestro dictada por el docente 
CIPRIANO PEÑA CHIVATA, así como el valioso apoyo y conocimiento brindados por el docente 
MAURICIO PRYOR. 
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América y los carteles de México, parte del personal que integraba las Fuerzas Armadas de 

Guatemala, estas pasaron al servicio de dichas bandas delincuenciales.(Batista, 2006, p.2). 

 

Es así como se puede ver que no solo existe el riesgo de un impacto negativo para la 

seguridad de muchos ámbitos del país en el postconflicto por parte de miembros desmovilizados 

de los grupos armados al margen de la ley, sino que se crea incertidumbre acerca de lo que puede 

llegar a suceder si hay una reducción de la fuerza pública, donde para los guerrilleros ha existido 

muchas prebendas por parte del gobierno tanto jurídicas, políticas y al parecer económicas, y ha 

puesto a las Fuerzas del Orden Nacional casi que al mismo nivel de los bandidos, afectando 

seriamente la moral y forma de pensar de estos miembros y una decisión mal tomada del 

gobierno respecto a si se reduce el personal de las Fuerzas Armadas y Policía puede ser nefasta.  

 

Los retos para la fuerza pública en postconflicto son de alta complejidad teniendo en 

cuenta el contexto que se avecina; es importante referenciar algunas de las recomendaciones del 

Centro Nacional de Memoria histórica en cuanto a las funciones de la Fuerza pública en el 

postconflicto: 

 

Mejorar la inteligencia de la Fuerza Pública y los organismos de seguridad para 

detectar estructuras y redes ilegales en sus acciones de interferencia y captura de 

entes gubernamentales y estatales a distinto nivel. 

Adecuar los sistemas de recolección, registro y divulgación de información sobre 

la población desmovilizada, en sus labores de seguimiento y protección, con 

referencia tanto a quienes participan en el programa de reintegración como 

quienes no. 

Dar continuidad a los informes de control y monitoreo sobre la reintegración de la 

población desmovilizada relacionados con hechos delictivos, pero perfeccionar su 

correspondencia con los tipos penales y los conceptos del derecho interno e 

internacional sobre derechos humanos. 
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Acoger los términos de la sentencia T-719 de 2003 de la Corte Constitucional, 

que define la condición de las personas desmovilizadas como agentes de paz y 

explica la inconveniencia de involucrarlas en operaciones militares. ( Centro 

Nacional de Memoria histórica, 2015, p.601 ). 

 

 

 

Descripción de las políticas actuales de reinserción en Colombia 

 

Actualmente existe un documento público en Colombia emanado del Consejo Nacional 

de Política Económica y Social de la República de Colombia liderado por el Departamento 

Nacional de Planeación el cual recopila la política nacional de reintegración social y económica 

(PRSE) para personas y grupos armados ilegales. En el documento se puede encontrar el proceso 

detallado y documentado para el desarme, desmovilización y reinserción (DDR) a seguir, por 

parte del gobierno en apoyo a los miembros de los grupos alzados en armas y al margen de la ley 

que deseen reincorporarse socialmente. 

 

La PRSE, es un plan de Estado y de Sociedad con visión de largo plazo, que 

busca promover la incorporación efectiva del desmovilizado con voluntad de paz 

y de su familia a las redes sociales del Estado y a las comunidades receptoras. La 

Política busca asegurar la superación de su condición a través de:  

a) la integración de la oferta social y económica del Estado. 

b) el acompañamiento para incrementar la probabilidad de que las intervenciones 

mejoren las condiciones de calidad de vida de la población desmovilizada y de 

sus familias. 

c) la construcción de un marco de corresponsabilidad que, por un lado, apoye al 

desmovilizado a regresar y convivir constructivamente en su entorno familiar y 
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comunitario, y por el otro, lo comprometa a él y a sus dependientes con la 

superación de su situación y la permanencia en la legalidad. 

 

El Centro Nacional de Memoria Histórica menciona: 

 

Todos los programas de reintegración de excombatientes desde los años ochenta 

hasta la actualidad han tenido el común denominador de otorgar los beneficios 

básicos considerados para la reinserción en materia de: apoyos temporales de; 

atención básica en salud; apoyo en acceso a educación formal; capacitación para 

el trabajo y; solo en casos más recientes atención sicosocial y proyecciones de 

impacto comunitario, social y ciudadano (Centro Nacional de Memoria histórica, 

2015, p.37). 

 

Descripción de las experiencias de reinserción en Colombia caso AUC. 

 

Durante el año 2003, siendo Presidente Álvaro Uribe llevo a cabo un proceso de paz con 

los denominados grupos paramilitares que operaban en diferentes regiones de Colombia, 

aproximadamente, se desmovilizaron más de 31,000 hombres alzados en armas. Inicialmente se 

pactaron temas relativos a los beneficios de tipo económico y de asistencia social que recibirían 

los desmovilizados, quedaron oficializados, pero quedaron pendientes por formalizar y 

oficializar varios aspectos de orden jurídico y legal sobre los beneficios, reducciones de penas, 

restitución de bienes, y en general de sometimiento a la justicia, los cuales dos años más tarde se 

formalizaron con la expedición de la Ley No.975, la Ley de Justicia y Paz. 

 

Los inconvenientes con los beneficios económicos y de asistencia social pactados, y los 

establecidos en el Decreto 128 de 2003, pues la cobertura en salud y el programa de adecuación 

y empleo, no beneficiaron más del 40% de los desmovilizados. Generando descontento llevando 

a muchos a volver a efectuar actividades ilícitas creando otros grupos paramilitares y estructuras 

al margen de la ley como las BACRIM actualmente denominadas GAO (Grupos armados 
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organizados). Entre otros vacíos, el proceso presentó una serie de falencias como ausencia de 

programas de reincorporación social y política además de reformas institucionales y económicas. 

 

 Es importante referenciar como experiencia negativa,  

 

En el caso de las desmovilizaciones paramilitares (2003-2006), del debilitamiento 

general y parcialidad de las posibilidades del proceso de DDR y expresiones de 

fracaso en ámbitos regionales y locales. Esto, ante altos porcentajes de 

reincidencia y rearmes que permiten prolongar poderes ilegales y estructuras 

armadas ilegales en su beneficio (Centro Nacional de Memoria histórica, 2015, 

p.31). 

 

El Ministerio de Defensa Nacional estimó que: 

 

En el año 2013 el 90 por ciento del país estaba libre de la acción de los grupos pos 

desmovilización, por cuanto estaban reducidos, atomizados y sin unidad. Sin 

embargo, los reportes de la Defensoría del Pueblo, de ONG y de organismos 

intergubernamentales de derechos humanos estiman que su presencia aún es 

notable en más de doscientos municipios, con un nivel de impacto y actuación que 

supera el optimismo de esta consideración oficial (Centro Nacional de Memoria 

histórica, 2015). 

 

Siendo una de las principales problemáticas que se evidencian del proceso de 

desmovilización en las AUC. En la actualidad son denominados como grupo ilegal “Clan del 

golfo” los cuales cometen acciones delincuenciales basados en el narcotráfico siendo 

direccionados por desmovilizados. 

 

Por otro lado es importante mencionar en el proceso de desmovilización de las AUC que;  
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Los informes de la OEA fueron estableciendo como en el lapsus tan prolongado 

de tiempo se presentaron fenómenos como desplazamiento de estructuras no 

desmovilizadas a regiones donde otras ya se habían desmovilizado, manejo de 

armas entre los grupos y nuevos hechos de victimización, al respecto, se citan 

cifras de la Comisión Colombiana de Juristas, que indican que 4.820 personas 

fueron asesinadas o desaparecidas por grupos de autodefensas durante el proceso 

de negociación y desmovilización, pese a que estuvo condicionado a un cese de 

hostilidades (Verdadabierta, 2015, p.1), 

 

De tal manera que ante un escenario de postconflicto con grupos ilegales como las FARC 

deben ser tenidas en cuenta las experiencias que se presentaron con las AUC. 

 

Descripción de los posibles problemas en la reinserción de las FARC 

 

El actual proceso de consecución de la paz que se llega con el grupo de las FARC, ha 

despertado múltiples opiniones a nivel nacional tanto positivas como negativas. Si bien es cierto 

que, con llevar una nación a la consecución de un cese de hostilidades por la vía política, no 

quiere decir que con esto se logre la paz. Existen múltiples factores que pueden afectar el 

proceso aun después de firmados los acuerdos, pues la inequidad y la desigualdad en el 

tratamiento de los reinsertados puede llegar a generar una metamorfosis como la que sufrieron 

los grupos de las AUC, al no dar cumplimiento a los acuerdos logrados con el gobierno. 

 

Es así como vemos que a los cabecillas de las FARC se les ha ofrecido prebendas 

políticas las cuales va a recibir seguramente dentro del proceso, mientras que a los mandos 

medios y guerrilleros rasos les han prometido cumplirles con una serie de beneficios sociales, 

económicos, agrarios y otros, para los cuales el gobierno requerirá de un apoyo económico que 

necesariamente va a incrementar la parte tributaria de los colombianos y de los empresarios, que 

llevará al incremento de la canasta familiar y podrá crear inconformismo, aun así la 
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sostenibilidad de los hombres y mujeres que se desmovilizarán, por parte del gobierno este 

llegará a un límite económico.  

 

La posibilidad de que las empresas generadoras de empleo reciban a los reinsertados está 

en el limbo, pues no todos los empresarios estarán en esa disposición de hacerlo. Las FARC con 

el modelo planteado de reincorporación a la vida civil, y una inserción dirigida a conformar las 

zonas campesinas en sectores donde han ejercido su presencia mayoritariamente, no quiere decir 

que su adaptación a la nueva vida vaya tener menos inconvenientes. Se debe tener en cuenta que 

muchos guerrilleros tendrán problemas graves para su convivencia y relación con otras personas, 

pues podrán existir situaciones cotidianas conflictivas que van a querer arreglar a través de la 

imposición o de la fuerza, presentarán inseguridad debido a que ya no tendrán su arma como 

soporte y adicionalmente el poder de imponerse sobre los demás. 

 

Retos del proceso de reinsertados en el postconflicto 

 

LaFundación Ideas para la Paz (2005), en su documento concluye  

La reincorporación tiene más oportunidades de éxito cuando los desmovilizados 

entran a formar parte de una comunidad. Las comunidades, sin embargo, no 

siempre están dispuestas a acoger a los desmovilizados por prejuicios, 

desconfianza o resentimientos. Por ello es útil diseñar programas que involucren a 

más beneficiarios, incluyendo otras poblaciones vulnerables (p.6). 

Lo cual significa un reto para el Gobierno Nacional, si se analizan procesos de 

postconflicto en los países centroamericanos se puede mencionarque luego de los respectivos 

procesos de paz; los procedimientos de reincorporación de excombatientes a la vida civil no 

fueron muy eficientes, razón por la cual se generaron grupos delincuenciales a menor escala que 

generan violencia y afectación del orden público interno,por tal motivo y en el contexto actual, 

se debe tener plena observancia de las limitaciones que pueda traer el postconflicto; los 

programas deben ser eficientes yefectivosde lo contrario se pondrá en riesgo la seguridad debido 
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a que muchos excombatientes podrían integrar las bandas delincuenciales actuales o la creación 

de nuevos grupos de delincuencia urbana que afecten directamente la segurida ciudadana. 

 

Las dificultades para la reinserción de los miembros de las FARC son múltiples se deben 

analizar muchos aspectos entre estos; psicológicos, sociales, económico, familiares, laboral y 

legales. El contexto legal, a pesar que el gobierno con la ley de justicia transicional le va a dar 

parte de la solución, se tornará muy delicado y deberá desplegar toda iniciativa que conlleve a 

contextualizar muy bien a los reinsertados sobre su futuro. Uno de los principales riegos se 

presentará en los indultos de los cuales van a salir beneficiados los excombatientes, quienes 

gozarán de inmunidad permanente, si no se lleva un plan efectivo de reintegración podrían seguir 

realizando actos ilegales que afectarán proporcionalmente la seguridad ciudadana. Por lo descrito 

anteriormente se debe dar una adecuada aplicación de la Política Nacional de Reintegración 

Social y Económica (PRSE), se deberá tener en cuenta y llevar a cabo en toda su extensión y el 

Estado deberá evaluar periódicamente su efectividad. 

 

Al Gobierno nacional, al Ministerio Público y a las autoridades territoriales, 

implementar programas de seguimiento, monitoreo y evaluación de los procesos y 

programas de reintegración de personas desmovilizadas de grupos armados 

organizados ilegales. Con mecanismos idóneos y de manera que, más allá de los 

reportes gubernamentales y oficiales sobre la realización de programas y el 

registro de actividades (Centro Nacional de Memoria histórica, 2015, p.1). 

 

Por otro lado, es importante precisar, que el posible escenario de postconflicto en 

Colombia requiere de respuestas efectivas a las nuevas necesidades y situaciones a las que se 

verá enfrentada la sociedad en general. Parte importante de ello lo constituye el proceso de 

desmovilización y reintegración de los excombatientes de los grupos armados ilegales, quienes 

requerirán de modelos efectivos de atención que incluyan espacios que permitan su desarrollo 

integral, experiencias en otros países han mostrado que tal población encuentra la posibilidad de 

ser incorporada a las filas de la Fuerza Pública, teniendo en cuenta ello, resulta procedente que 
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las Instituciones públicas encargadas de la seguridad nacional y seguridad ciudadana, inicien a 

identificar ventajas y desventajas de una posible inclusión en sus funciones oficiales en el 

desarrollo y cumplimiento de la misión que constitucionalmente se le ha asignado. A pesar que 

“En militares y policías no hay en el momento mucha simpatía por esta propuesta. Pero si se 

estudia con cuidado la experiencia internacional, se puede encontrar la posibilidad de, por lo 

menos, abrir un debate tranquilo con ellos”(Borrero, 2014, p.1), razón por la cual debe evaluarse 

muy a fondo tomando como referencias contextos internacionales para tomar las mejores 

decisiones. Como menciona Borrero (2014);  

Hay que recordar que estos son jóvenes acostumbrados a una disciplina feroz y 

arbitraria, que encontrarían muy tolerable la de un cuerpo institucional. Un cuerpo 

tal no tiene que ser necesariamente armado, o serlo en forma ligera si su misión lo 

exige. (p.1) 

Por lo cual luego se pueden evaluar varias opciones para su reinserción en las cuales se 

tengan en cuenta las diferentes perspectivas y contextos. 

Las nuevas herramientas que se pueden suministrar a estos excombatientes pueden ir 

encaminadas hacia la incorporación de los mismos en cuerpos de bomberos municipales, 

Defensa Civil, esto debido a que se tiene en cuenta su experiencia y coraje ya que  como 

combatientes entrenados y disciplinados se expusieron a la posibilidad de morir o ser heridos por 

fuego contrario, ese coraje puede ser empleado en acciones heroicas para salvaguardar vidas y 

rescatar personas como en estas instituciones civiles para realizar  actividades útiles a la sociedad 

de esta manera  también  se pueden  generar nuevas formas de participación en planes laborales 

directamente con el Estado los cuales generan apoyo mutuo y se presta un servicio que aporta a 

la seguridad de los colombianos, así mismo los excombatientes  se pueden emplear en grupos 

encargados de mantener bosques y paramos adscritos al ministerio de medio ambiente, por 

ejemplo este Ministerio “propuso a la Alta Consejería para la Paz dar la oportunidad a los 

excombatientes de la guerrilla de las Farc de colaborar con el medio ambiente a través de 

guardabosques” (Murillo, 2016, p.1),son propuestas en las cuales no se manejan armas sino 

manejan un sinnúmero de herramientas destinadas a atender a la comunidad en casos de desastre 

y preservación del medio ambiente, esta idea puede ser muy bien estudiada por el Gobierno 

Nacional el cual puede delegar en sus ministerios y entidades locales territoriales la contratación 
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de los mismos, iniciando un proceso del cual se puede responsabilizar directamente el Estado, 

modificando sus presupuestos y asignado partidas presupuestales para la realización de la 

propuesta. Se tiene un cálculo aproximado de “17.500integrantes de las farc” ( El Espectador, 

2016, p.1 ), que eventualmente ante un proceso de paz se les debe brindar las garantías para 

reinserción social. Estos estudios no solo deben ir encaminados hacia la parte presupuestaria, 

también debe encaminarse hacia los diferentes seguimientos sociales que se les debe realizar por 

ejemplo acompañamientos psicológicos, seguimientos interdisciplinarios entre otros que 

permitan observar la evolución de los reinsertados en su nueva vida social. 

 

Otra reintegración a la sociedad puede darse en la empresa privada, para esto muchos 

empresarios opinan dar su respaldo compartido con el Gobierno Nacional para apoyar este 

proceso es tan así que los dirigentes empresariales dan informaciones al respecto: “Por supuesto 

que sí estamos dispuestos a contratar desmovilizados o víctimas del conflicto. Somos unos 

convencidos de que el proceso de Reconciliación, en el que queremos incursionar, tiene 

necesariamente que pasar por la reinserción y la reintegración. Ningún ciudadano colombiano 

puede ser ajeno, desde la actividad que desarrolle, a no considerar un proceso tan trascendental 

para la vida del país” ( Yepes, 2014, p.1 ). 

 

De tal manera que esta opción puede ser estudiada con losempresarios colombianos los 

cuales pueden aportar en sus empresasempleosque les permitan a los reinsertados iniciar una 

vida laboral totalmente distinta a su anterior dedicación , asi mismoentre el estadoy la empresa se 

creen planes a traves del Ministerio de educación que permitala capacitación y 

profesionalización de estas personas para su crecimiento intelectual.La Fundación Ideas para la 

paz menciona;“en la actualidad hay miles de desmovilizados que están preparados para ingresar 

definitivamente a la sociedad, sin embargo, las oportunidades para estas personas son limitadas y 

es ahí donde los empresarios son claves.” (FIP, 2011). 

 

La finalidades realizar una adecuada reinserción social para que no pase lo ocurrido con 

los grupos ilegales de Autodefensas Unidas de Colombia las cuales dejaron sus armasen el año 
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2005 y bajo cortos programas de reinserción se permitió que se desviarán los objetivos trazados 

para ellos, lo cual resultó en la creación de otros grupo armados ilegales llamados bandas 

criminales quienes se dedicaron a delinquir en los cascos urbanos de las ciudades, incrementando 

los índices delincuenciales y que al momento la fuerza pública mantiene una lucha frontal contra 

ellos invirtiendo muchos recursos humanos y materiales para la extinción de esas bandas.  

 

 

Conclusiones 

 

Indiscutiblemente los programas de gobierno encaminados a lograr una reinserción 

positiva de los alzados en armas, va a impactar la seguridad ciudadana. Si los programas de 

reinserción no son efectivos se podrían presentar fenómenos de no adaptación de excombatientes 

en la sociedad y por ende podrían integrar las actuales bandas delincuenciales o la creación de 

nuevas agremiaciones ilegales las cuales pueden desestabilizar la seguridad y tranquilidad 

ciudadana, perdiendo el horizonte del fin primordial de la búsqueda de la paz para los 

colombianos. 

 

Las experiencias internacionales de procesos de paz en postconflictos han podido servir 

de referentes para actuales procesos de paz. El gobierno colombiano debe tener como base para 

sus decisiones en el proceso que se lleva a cabo, los aciertos y desaciertos de los referentes 

internacionales, por ejemplo, la experiencia de incorporación de excombatientes en la fuerza 

pública en países centroamericanos no fue la mejor decisión debido al contexto social en el cual 

estaban inmersos los excombatientes, esto permitió alteraciones internas en sus Instituciones, 

sumado a un aumento de las actividades criminales, razón por la cual los gobiernos tuvieron la 

necesidad de realizar ajustes de sus decisiones en el postconflicto. 

 

Sin lugar a duda los gremios de empresarios jugarán uno de los papeles más relevantes en 

el postconflicto, en sus manos y decisiones se generará el futuro laboral de los excombatientes y 
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una adecuada incursión económica a la vida social. Las políticas de ingreso al campo laboral 

deben ser abiertas y no discriminatorias y tienen la tarea de sensibilizar a los demás trabajadores 

para crear ambientes de convivencia y aceptación de excombatientes como nuevos compañeros 

de trabajo y nuevos participes del entorno social. 

 

El Estado, como estrategia de aporte a la reinserción de excombatientes a la vida social, 

debe analizar nuevas formas de inclusión de excombatientes en Instituciones públicas que no 

requieran el uso de armamento, por ejemplo, cuerpos de bomberos, defensa civil, guardabosques 

entre otros, esto debido a que se tiene en cuenta su experiencia y coraje ya q como combatientes 

entrenados y disciplinados se expusieron a la posibilidad de morir o ser heridos por fuego 

contrario, ese coraje puede ser empleado en acciones heroicas para salvaguardar vidas y rescatar 

personas como en los bomberos y defensa civil actividades útiles a la sociedadde esta manera  

también  se pueden  generar nuevas formas de participación en planes laboralesdirectamente con 

el Estado los cuales generan apoyo mutuo y se presta un servicio que aporta a la seguridad de los 

colombianos. 

 

Es importante concluir que las Instituciones del Estado encargadas de prestar servicio y 

seguridad a la comunidad, sufren transformaciones luego de la firma de un proceso de paz tal 

como se ha podido evidenciar en experiencias de países latinoamericanos, para el caso 

colombiano es evidente que se incluyan algunas reformas en las mismas y cambio de estrategias, 

por ejemplo, se observa que el Ejército Nacional está tratando de incursionar para el 

postconflicto siendo participes de la seguridad ciudadana dejando en un segundo plano las 

incursiones militares, de la misma manera las demás fuerzas adecuan sus estrategias enmarcadas 

en el servicio que deberán prestar en  el postconflicto. 

 

El Estado debe brindar a los colombianos, nuevas estrategias de seguridad nacional que 

permita intervenir los nuevos fenómenos delincuenciales que se darán en el postconflicto, como 

lo son el incremento de la criminalidad urbana, micro tráfico de estupefacientes, extorsión entre 
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otros, para ello debe incentivar y fortalecer a sus instituciones en materia logística y operacional 

que permita afrontar los nuevos retos. 

 

El Estado ante un posible acuerdo  de paz   debe brindar las garantías para reinserción 

social a los cerca de 17.500 integrantes de las farc que están dispuestos a dejar las armas; los 

estudios no solo deben ir encaminados hacia la parte presupuestaria, también debe encaminarse 

hacia los diferentes seguimientos sociales que se les debe realizar por ejemplo acompañamientos 

psicológicos, seguimientos interdisciplinarios entre otros que permitan observar la evolución de 

los reinsertados en su nueva vida social. 

 

Referencias 

 

Batista, J. (2006). Guatemala, Acuerdo de paz para todos. Ciudad de Guatemala: Piedra Santa. 

Benavidez, E. (2011). Desafíos de la prevención de la criminalidad post-conflicto en Guatemala. 

Revista Policía y seguridad pública , 18-42. 

Borrero, A. (2014). ¿Exguerrilleros en las Fuerzas Militares? Bogotá D.C. 

Cabrera, L. (2015). La paz, mucho más que el final de la guerra. Bogotá D.C. 

Castellanos , J. (2014). Dos cosas bien diferentes. Bucaramanga. 

Centro Nacional de Memoria histórica. (2015). Desmovilización y reintegración paramilitar, 

panorama posacuerdos con las AUC. Bogotá D.C. 

Cerdas , R. (1992). Desmovilización y fuerzas del orden en centroamérica. . San Salvador. 

CONPES. (2008). Política nacional de reintegración social y económica para personas y grupos 

armados ilegales, Consejo Nacional de Política Económica y Social. Bogotá D.C. 

Devia, C., Ortega, D., & Magallanes. (2014). Violencia luego de la paz: escenarios de 

postconflicto en centroamérica. Revista Republicana, ISSN 1909 - 4450 Núm, 17, 119-

148. 

El Espectador. (15 de marzo de 2016). Gobierno calcula que 17.500 miembros de las Farc se 

desmovilizarán con la paz. Obtenido de 



28 
 

http://www.elespectador.com/noticias/paz/gobierno-calcula-17500-miembros-de-farc-se-

desmovilizar-articulo-622360 

El tiempo. (23 de Julio de 2010). Los enfrentamientos entre liberales y conservadores dejan 

masacres y crueldad. Obtenido de http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-

7821729 

FIP. (2005). Desmovilización y reinserción en el Salvador, Lecciones para Colombia, Fundación 

Ideas para la Paz. Bogotá D.C. 

FIP. (6 de Mayo de 2011). La reintegración necesita del empresariado colombiano, Fundación 

ideas para la paz. Obtenido de http://www.ideaspaz.org/publications/posts/40 

FIP. (2014). Fin del conflicto, desarme, desmovilización y reintegración DDR, Fundación Ideas 

para la Paz. Bogotá D.C. 

Garcia, V. (2014). Reformas al Sector Seguridad en Contextos de Post-Conflicto 

Armado:Experiencias en Centroamérica y consideraciones sobre el Caso Colombiano. 

Buenos Aires. 

Godnick, W., Mugah, R., & Waszinc, C. (2003). Balas perdidas: el impacto del mal uso de 

armas pequeñas e centroamérica. . 

Granada, U. (2014). Una muestra de esxperiencias de posconflicto " los retos de la construcción 

de la paz". Bogotá D.C. 

Libreros , J. (31 de Agosto de 2012). Experiencias internacionales en manejo de la violencia 

posconflicto: Guatemala. Obtenido de 

http://www.atmosferapolitica.com/2012/08/31/experiencias-internacionales-en-manejo-

de-la-violencia-posconflicto-guatemala/ 

López, L. (2013). Desmovilización militar inseguridad urbana en Colombia. Bogotá D.C. 

Mayorga, R. (2014). El Salvador, de la guerra civil a la paz negociada. San Salvador. 

Melgar, J. (2012). Los acuerdos de paz: Antecedentes, contenidos y repercusiones. El Salvador. 

Ministerio de Justicia. (2016). Reparaciones: una oportunidad para transformar vidas. Obtenido 

de http://www.justiciatransicional.gov.co/Justicia-Transicional/Reparaciones 

Murillo, L. (18 de Junio de 2016). Minambiente propone que excombatientes de Farc se 

conviertan en guardabosques de la paz. (J. Sanchez, Entrevistador) 

Penilla , H. (2014). Nicaragua: intereses económicos y la doctrina de destino manifi esto. En El 

rol de la Policía Nacional de Colombia en el postconflicto. Bogotá D.C. 



29 
 

Pérez. (s.f.). El papel de la democracia en sociedades de posconflicto y en situación de conflicto 

armado interno: El caso de El Salvador y Colombia. Bogotá D.C. 

Pérez, J. (16 de Febrero de 1991). El M19 Vive una nueva guerra: La reinserción. Obtenido de 

http://www.eltiempo.com/archivo/documento 

Pinto, M., Vergara, A., & Lahuerta, Y. (2002). Diagnóstico del programa de reinserción en 

Colombia: mecanismos para incentivar la desmovilización voluntaria individual. Bogotá 

D.C. 

PNUD. (1999). Ajuste hacia la paz; La política económica y la reconstrucción de posguerra en 

El Salvador. Mexico: Plaza y Valdés S.A. 

PNUD. (2010). Informe sobre desarrollo humano para América Central 2009-2010- Programa 

de las Naciones Unidas para el desarrollo. Bogotá D.C. 

Unidad de víctimas . (2016). ¿En qué consisten las medidas de reparación? Obtenido de 

http://rni.unidadvictimas.gov.co/node/64 

Verdadabierta. (15 de Noviembre de 2015). Las amargas lecciones que dejó la desmovilización 

de las Auc. Obtenido de http://www.verdadabierta.com/justicia-y-paz/10-anos-de-

justicia-y-paz/6061-las-amargas-lecciones-que-dejo-la-desmovilizacion-de-las-auc 

Vesga, N. (2002). Una sociedad en armas: el posconflicto en El Salvador. Bogotá D.C. 

Villarraga, A. (2013). Experiencias históricas recientes de reintegración de excombatientes en 

Colombia. Bogotá D.C. 

Wielandt, G. (2005). Hacia la construcción de lecciones de postconclicto en América Latina y el 

Caribe. Santiago de Chile. 

Yepes, C. (2014). Los empresarios esta dispuestos a contratar desmovilizados. Revista Dinero. 

 


